
UNIVERSIDAD DE LA FRONTERA
SECRETARÍA GENERAL
DECRETACIÓN

TEMUCO, 6 de mayo de 2026

RESOLUCIÓN EXENTA 1079/2026

VISTOS:

- Ley N°21.094, Ley sobre Universidades Estatales.
- D.F.L. N°17 de 1981 del MINEDUC, que crea la Universidad de La Frontera.
- D.F.L. N°25 de 2023 del MINEDUC, que aprobó Estatuto de la Universidad de La 

Frontera.
- Decreto TRA N°27 de 2024 que aprueba el nombramiento del Sr. Vicerrector de 

Administración y Finanzas de la Universidad de La Frontera.
- Decreto TRA N°6 de 2026, que aprobó nombramiento de Secretario General de la 

Universidad de La Frontera.
- Resolución Exenta Nº1650 de 2010, que Aprueba Delegación de Facultades en las 

Autoridades Universitarias y sus modificaciones.
- Ley N°19.886 de Bases Sobre Contratos Administrativos de Suministro y 

Prestación de Servicios.
- D.S. Nº661 de 2024 que Aprueba Reglamento de La Ley Nº19.886 de Bases 

Sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.

CONSIDERANDO:

1. Que, en razón de solicitud emitida con 
fecha 05 de mayo de 2026, por la Coordinadora de Activo Fijo doña Bárbara Catalina 
Sepúlveda Flores, se requiere la contratación o trato directo con el proveedor FID CHILE 
SEGUROS GENERALES S.A., RUT N°77.096.952-2, por un valor total de 3.308,58 UF. 
(Tres mil trescientos ocho coma cincuenta y ocho unidades de fomento) IVA incluido;
para la contratación de seguros de bienes muebles, inmuebles y vehículos de la 
Universidad de La Frontera por el periodo de 4 meses, a contar del día 31 de marzo de
2026 a las 12:00 horas y hasta el día 31 de julio de 2026 a las 12:00 horas, adquisición 
que se realiza en el marco de actividades de gestión institucional y continuidad operativa 
de la Institución para la adquisición de seguros de bienes muebles, inmuebles y vehículos 
de la Universidad de La Frontera, con el propósito de no exponer a la institución y a su 
patrimonio a un periodo de desamparo asegurativo.

Autoriza trato directo o contratación 
excepcional directa con publicidad según lo 
establecido en el numeral primero del artículo 
38 de la Ley N°21.094, para la adquisición de 
seguros de bienes muebles, inmuebles y 
vehículos de la Universidad de La Frontera.



2. Que, la contratación de seguros de bienes 
muebles, inmuebles y vehículos instituciones resulta esencial para la Universidad, dado 
que, las pólizas que se encontraban vigentes y que fueron contratadas mediante trato 
directo ID 5586-1-FTD26, orden de compra N°5586-1-TD26 de fecha 05 de enero de 
2026, actualmente ya no se encuentran vigentes por haber transcurrido íntegramente su 
periodo de vigencia. La contratación previamente señalada, fue dispuesta 
excepcionalmente mientras se afinaba el proceso licitatorio público denominado 

D 5586-16-LR26.

Respecto al proceso licitatorio público citado, este fue adjudicado mediante Resolución 
Exenta N°0748 de fecha 27 de marzo de 2026. No obstante, lo anterior, uno de los 
proveedores no adjudicados mediante reclamo N° INC-1309990-T3J1P7 de fecha 06 de 
abril de 2026, solicitó dejar sin efecto la adjudicación realizada, por considerar que la 
oferta técnica y económica del adjudicatario no daba íntegro y cabal cumplimiento a los 
requerimientos técnicos solicitados por la Universidad. 

Conforme a lo expuesto, y habiendo realizado un nuevo análisis de las propuestas 
presentadas al proceso, la comisión evaluadora determinó que ninguna de las ofertas 
ingresadas al proceso cumplía con los requerimientos técnicos mínimos necesarios y 
plasmados en las especificaciones técnicas del proceso. Por lo tanto, ante lo señalado y 
sin existir ninguna otra alternativa, la Universidad mediante Resolución Exenta N°0913 de 
fecha 16 de abril de 2026, procedió en dejar sin efecto adjudicación dispuesta por 
Resolución Exenta N°0748 de 2026, aprobó acta de inadmisibilidad de ofertas y acta de 

5586- 16-LR26 e instruyó iniciar un nuevo proceso licitatorio público, debido a que como 
se indicó, se tuvieron que declarar inadmisibles todas las propuestas recibidas por parte 
de los oferentes. 

En razón de aquello, se hace indispensable esta nueva contratación para resguardar el 
interés patrimonial de la institución y velar por la seguridad de sus bienes, ya que, al 
quedar sin cobertura, existe el riesgo de algún posible siniestro, lo que traería como 
resultado perdidas millonarias al patrimonio institucional. En virtud de lo señalado, es de 
imperiosa necesidad efectuar una contratación directa mientras se resuelve la publicación, 
adjudicación y contratación del servicio asegurativo requerido mediante un nuevo proceso 
licitatorio público, permitiendo de esta manera, contar con cobertura total a los bienes 
muebles e inmuebles y vehículos de la Universidad, desde el día 31 de marzo de 2026 a 
las 12:00 horas y hasta el día 31 de julio de 2026 a las 12:00 horas. De esta forma, la 
Institución no queda desprotegida y se asegura la reposición de los bienes que 
eventualmente puedan sufrir algún siniestro. 

3. Que, no es materialmente posible efectuar 
la contratación a través de un proceso licitatorio público, puesto que el proceso ID 5586-
16-LR26, que precisamente fue dispuesto para contratar el servicio de seguros 
requeridos, fue declarado desierto mediante Resolución Exenta N°0913 de 2026, por lo 
que, mientras se terminan de ajustar las nuevas bases administrativas y especificaciones 
técnicas para proceder a la inminente publicación de un nuevo proceso licitatorio, resulta 
necesario en este tiempo intermedio contar con la cobertura de seguros para los bienes 
institucionales, debido a que, como resulta evidente, durante el periodo de vigencia de la 



presente contratación, es materialmente imposible formalizar la contratación mediante 
una licitación pública

4. Que, la elección del proveedor FID CHILE 
SEGUROS GENERALES S.A., se debe principalmente a un componente de continuidad y 
de factibilidad técnico financiera. Lo señalado, considerando que, el proveedor 
seleccionado fue el adjudicatario del proceso licitatorio público ID 5586-638-LR24, en 
virtud del cual se contrató la cobertura de seguros para el periodo del 01 de enero de 
2025 al 31 de diciembre de 2025. Además, como ya se indicó, la prórroga de las pólizas 
para el periodo 01 de enero de 2026 al 31 de marzo de 2026, fue contratada con el mismo 
proveedor, considerando que, en el mercado de seguros, es muy complejo contratar 
pólizas cuya vigencia de duración sea menor a 1 año. 

En este sentido, el proveedor FID CHILE SEGUROS GENERALES S.A., no solo es capaz 
de entregar un producto que se ajuste a la temporal acotada de 3-4 meses de vigencia, 
sino también, que en esta contratación en particular, ha accedido y permitido que las 
pólizas cuenten con una vigencia prorrogada desde el 31 de marzo de 2026  a las 12:00 
horas y hasta el día 31 de julio de 2026 a las 12:00 horas, lo que permite que la 
Universidad no se haya visto expuesta a un periodo de sin cobertura de pólizas, poniendo 
en riesgo su patrimonio institucional ante el acaecimiento de siniestros.

Lo expuesto, encuentra sustento normativo en el artículo 52 de la Ley N°19.880, que 
establece los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del estado, precepto normativo que indica que los actos administrativos no 
tendrán efecto retroactivo, salvo cuando produzcan consecuencias favorables para los 
interesados y no lesionen derechos de terceros. Así las cosas, queda de manifiesto que la 
contratación con FID CHILE SEGUROS GENERALES S.A., particularmente, el hecho de 
contar con cobertura durante el periodo comprendido en el párrafo precedente, es una 
consecuencia favorable para la Universidad, debido a la posibilidad de contar con 
cobertura asegurativa en su patrimonio institucional de forma retroactiva, lo que no afecta 
derechos de terceros, ya que la contratación está vinculada directamente a su patrimonio 
y no lesiona derecho de terceros, al no existir ningún proveedor que tenga un contrato 
vigente de ser prorrogado para los mismos fines con la institución. 

5. Que, a mayor abundamiento, es dable 
señalar que la fundamentación de esta contratación se debe a que se trata de una 
contratación, según lo establecido en el numeral primero del artículo 38 de la Ley 

Las universidades del Estado, de forma individual o conjunta, podrán celebrar contratos a 
través de licitación privada o trato directo en virtud de las causales señaladas en el 
artículo 8 de la ley Nº19.886, y, además, en los siguientes casos: 1. Cuando se trate de la 
compra de bienes o la contratación de servicios, incluida la contratación de créditos, que 
se requieran para la implementación de actividades o la ejecución de proyectos de 
gestión institucional, de docencia, de investigación, de creación artística, de innovación, 
de extensión o de vinculación con el medio de dichas instituciones, en que la utilización 
del procedimiento de licitación pública ponga en riesgo la oportunidad, la finalidad o la 
eficacia de la respectiva actividad o proyecto. 
En todos estos casos, las universidades del Estado deberán establecer por medio de una 
resolución, disponible en el Sistema de Información de Compras y Contratación Pública, 
los procedimientos internos que permitan resguardar la publicidad, la transparencia, la 



igualdad de trato y la no discriminación arbitraria en esta clase de adquisiciones y 

Que, así las cosas, al tratarse de una actividad de gestión institucional, en la cual el 
procedimiento de licitación pública a la fecha es materialmente imposible, pone en riesgo 
la finalidad y la eficacia de la actividad de contratación de pólizas de seguros para el 
resguardo del patrimonio institucional, ya que no concurrir en la presente contratación 
generaría un lapso sin cobertura con el riesgo evidente de sufrir un siniestro millonario en 
el patrimonio de la Universidad de La Frontera, lo que afectaría, además, la continuidad 
operativa de la institución ante la ocurrencia del siniestro señalado, configurándose un 
perjuicio institucional potencialmente de difícil reparación. 

Por lo tanto, la fundamentación de la presente contratación se debe a la necesidad 
institucional de otorgar con protección y cobertura de seguros para los bienes muebles, 
inmuebles y vehículos de la Universidad de La Frontera, contratación que se acoge a los 
preceptos regulados en el señalado en el numeral primero del artículo 38 de la Ley 
N°21.094.

6. Que, la Universidad administra un 
patrimonio institucional de alta complejidad y elevado valor, compuesto por:

Bienes inmuebles distribuidos en múltiples campus y dependencias regionales.
Bienes muebles, contenidos, equipamiento docente, científico, tecnológico y 
administrativo.
Equipos computacionales, clínicos y de laboratorio, incluidos aquellos en tránsito o de 
proyectos de investigación.
Bienes naturales y forestales bajo administración institucional.
Vehículos institucionales asociados a la operación universitaria.

El valor asegurado global de edificios, contenidos y vehículos supera el monto de 
6.696.779,98 UF, sin considerar otros ramos complementarios, lo que evidencia que la 
exposición al riesgo patrimonial sin cobertura aseguradora resulta crítica desde el punto 
de vista técnico, financiero y de responsabilidad administrativa. La ausencia de cobertura
de seguros a contar del día 31 de marzo de 2026 expone a la Universidad a riesgos 
significativos, entre ellos:

Pérdida total o parcial de bienes muebles e inmuebles por incendio, sismo, robo, 
daños por agua u otros eventos cubiertos tradicionalmente por pólizas institucionales.
Impacto financiero directo sobre el presupuesto universitario, obligando a solventar 
con recursos propios eventuales siniestros.
Eventual responsabilidad administrativa de las autoridades y funcionarios encargados 
de la gestión patrimonial por no adoptar medidas razonables de resguardo.
Afectación al principio de continuidad del servicio público universitario.

Desde la perspectiva de la gestión de activos fijos y bienes fiscales, operar sin seguros 
constituye una situación de riesgo crítico e inaceptable.

En este orden de ideas, la contratación por trato directo se justifica técnica y 
normativamente por las siguientes razones concurrentes:



1) Las pólizas vigentes tanto de los seguros de los bienes muebles e inmuebles, como 
de los seguros de los vehículos vencen impostergablemente el día 31 de marzo de 
2026, sin posibilidad contractual de prórroga o extensión. Por lo que la cobertura 
actual expira en una fecha cierta e inminente.

2) Riesgo patrimonial elevado: El patrimonio asegurado comprende edificios y 
contenidos, equipos especializados, bosques, vehículos y otros bienes estratégicos, 
cuyo valor hace financieramente inviable asumir el riesgo sin cobertura. El valor 
asegurado de los bienes muebles e inmuebles de la Universidad es significativo.

3) Continuidad del servicio público universitario: La interrupción de la cobertura afecta 
directamente la operación docente, investigativa y administrativa. El seguro es un 
insumo crítico para la operación institucional.

4) Carácter excepcional y transitorio: El trato directo se limita estrictamente a un período 
de 120 días.

5) Proporcionalidad y razonabilidad: La contratación cubre únicamente el lapso necesario 
para concluir el nuevo proceso licitatorio público que debe publicarse debido a la 

ID 5586- 16-LR26.

7. Que, es menester indicar los costos que 
podrían significar para la institución no efectuar esta contratación directa:

Exposición total del patrimonio institucional a eventos de incendio, sismo, robo, daños 
eléctricos, eventos climáticos y otros riesgos asegurables.
Potenciales pérdidas económicas millonarias ante la ocurrencia de un siniestro.
Observaciones de órganos de control por falta de resguardo patrimonial.
Eventual responsabilidad administrativa de las autoridades y jefaturas responsables 
de la gestión de activos y bienes fiscales.

Es así como, es pertinente velar por la integridad de los bienes de la institución ante 
posibles eventos o sucesos que pudiesen significar su destrucción, de esta forma la 
necesidad radica en que efectuar la contratación producirá:

Continuidad ininterrumpida de la cobertura de seguros.
Protección financiera del patrimonio universitario.
Mitigación efectiva de riesgos operacionales y presupuestarios.
Cumplimiento del deber de cuidado y buena administración de bienes públicos.
Desde un análisis técnico-financiero, el beneficio esperado de la contratación supera 
ampliamente el costo de la prima, incluso bajo escenarios conservadores de 
probabilidad de siniestro. (UF 6.696.779,98 > 3308,58).

8. Que, los términos de referencia y 
obligaciones que regulan la presente contratación, consta de los antecedentes 
ingresados por el proveedor FID CHILE SEGUROS GENERALES S.A. con fecha 29 de 
abril de 2026, los cuales son del siguiente tenor:



















9. Que, se acepta el presente pacto de 
integridad, el que obliga a cumplir por con todas y cada una de las estipulaciones 
contenidas, sin perjuicio de las que se señalen en el resto del presente acto administrativo 
y demás documentos integrantes. Los siguientes compromisos:

1. Respetar los derechos fundamentales de sus trabajadores, entendiéndose por
éstos los consagrados en la Constitución Política de la República en su artículo 
19, números 1°, 4°, 5°, 6°, 12°, y 16°, en conformidad al artículo 485 del Código 
del Trabajo. Asimismo, se compromete a respetar los derechos humanos, lo 
que significa que debe evitar dar lugar o contribuir a efectos adversos en los 
derechos humanos mediante sus actividades, productos o servicios, y subsanar 
esos efectos cuando se produzcan, de acuerdo con los Principios Rectores de 
Naciones Unidas sobre Derechos Humanos y Empresas.

2. No ofrecer ni conceder, ni intentar ofrecer o conceder, sobornos, regalos, 
premios, dádivas o pagos, cualquiera fuese su tipo, naturaleza y/o monto, a 
ningún funcionario público en relación a la presente contratación, ni con la 
ejecución del contrato que se derive de la misma, ni tampoco a ofrecerlas o 
concederlas a terceras personas que pudiesen influir directa o indirectamente 
en el proceso de contratación, en su toma de decisiones o en la ejecución del 
contrato que se derive.

3. No intentar ni efectuar acuerdos o realizar negociaciones, actos o conductas que
tengan por objeto influir o afectar de cualquier forma la libre competencia, 
cualquiera fuese la conducta o acto específico, y especialmente, aquellos 
acuerdos, negociaciones, actos o conductas de tipo o naturaleza colusiva, en 
cualquiera de sus tipos o formas.

4. Revisar y verificar toda la información y documentación, que deba presentar 
para el presente proceso, tomando todas las medidas que sean necesarias 
para asegurar su veracidad, integridad, legalidad, consistencia, precisión y 
vigencia. En virtud de lo anterior, el oferente reconoce y declara que la oferta
presentada en el proceso licitatorio es una propuesta seria, debidamente
analizada y estudiada en cuanto a su viabilidad e integridad, por lo que dicha
propuesta es presentada en términos técnicos y económicos ajustados a la 
realidad, que garantizan la posibilidad de cumplir con la misma en las 
condiciones y oportunidad.

5. Ajustar su actuar y cumplir con los principios de legalidad, probidad y
transparencia en el presente proceso licitatorio y en la ejecución del contrato.

6. El oferente manifiesta, garantiza y acepta que conoce y respetará las reglas y 
condiciones establecidas en el presente acto administrativo, sus documentos 
integrantes y él contrato que se deriva.

7. El proveedor se obliga a tomar todas las medidas que fuesen necesarias para 
que las obligaciones anteriormente señaladas sean asumidas y cabalmente 
cumplidas por sus empleados, dependientes, asesores y/o agentes y, en 
general, todas las personas con que éste o éstos se relacionen directa o 
indirectamente en virtud o como efecto de la presente contratación, incluidos 
sus subcontratistas, haciéndose plenamente responsable de las consecuencias 
de su infracción, sin perjuicio de las responsabilidades individuales que también 
procediesen y/o fuesen determinadas por la universidad.

8. Una vez iniciado el procedimiento de contratación, el proveedor se obliga a 
cumplir la prohibición contenida en el artículo 35 ter de la Ley N° 19.886, esto 



es, no podrá mantener comunicación entre los interesados en el proceso de 
contratación, o entre eventuales interesados o participantes en él y las personas
que desempeñen funciones en la universidad que participen del proceso de
contratación, independientemente de su calidad jurídica, en lo referido directa o 
indirectamente a tal proceso.

Si durante la ejecución del contrato se detectan situaciones en donde el proveedor
contratado haya incumplido el presente Pacto de Integridad, se producirá el término 
anticipado del contrato.

10. Lo solicitado por la Coordinación de 
Adquisiciones a través de Ord. 50/D.A. de fecha 05 de mayo de 2026.

11. Que, la Dirección Jurídica otorgo visto 
bueno al presente trato o contratación directa con el proveedor FID CHILE SEGUROS 
GENERALES S.A., para la contratación de seguros de bienes muebles, inmuebles y 
vehículos de la Universidad de La Frontera por el periodo de 4 meses, a contar del día 
31 de marzo de 2026 a las 12:00 horas y hasta el día 31 de julio de 2026 a las 12:00 
horas.

12. En conformidad a lo dispuesto en la 
resolución N°36 de 2024 de la Contraloría General de La República que fija normas 
sobre exención del trámite de toma de razón, la presente resolución se encuentra 
exenta del trámite de toma de razón.

R E S U E L V O 

1º) AUTORÍCESE trato o contratación 
directa, en virtud del numeral primero del artículo 38 de la Ley N°21.094, entre la 
Universidad de La Frontera y el proveedor FID CHILE SEGUROS GENERALES S.A., 
RUT N°77.096.952-2, por un valor total de 3.308,58 UF. (Tres mil trescientos ocho 
coma cincuenta y ocho unidades de fomento) IVA incluido; para la contratación de 
seguros de bienes muebles, inmuebles y vehículos de la Universidad de La Frontera 
por el periodo de 4 meses, a contar del día 31 de marzo de 2026 a las 12:00 horas y 
hasta el día 31 de julio de 2026 a las 12:00 horas, adquisición que se realiza en el 
marco de actividades de gestión institucional y continuidad operativa de la Institución, 
con el propósito de no exponer a la institución y a su patrimonio a un periodo de 
desamparo asegurativo.

2°) APRUÉBESE los términos de 
referencia y obligaciones indicadas en el considerando octavo del presente acto 
administrativo.

3°) IMPÚTESE el gasto de la presente 
contratación al centro de costo 3558.0 Certificado de disponibilidad presupuestaria de 
fecha 30 de abril de 2026.






